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la Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a
las Personas Mayores, ambas en su artículo 40, se pronuncian
en igual sentido, disponiendo que la Comunidad Autónoma
de Andalucía puede establecer prestaciones económicas para
las personas de estos colectivos que carezcan de los recursos
necesarios para atender sus necesidades básicas, distintas y
compatibles con las del Sistema de la Seguridad Social y con
las que pueda otorgar la Administración del Estado.

En este sentido, el Gobierno de la Comunidad Autónoma
considera que las personas beneficiarias de las pensiones no
contributivas de la Seguridad Social se encuentran incursas
en este supuesto, en consideración a la cuantía de la prestación
que perciben y su bajo nivel de rentas, situación confirmada
por el Plan Nacional del Reino de España para la Inclusión
Social, que considera a los beneficiarios y beneficiarias de
estas pensiones no contributivas un colectivo en riesgo de
exclusión, debiéndose promover el establecimiento de meca-
nismos que ayuden a eliminar las causas que motivan este
riesgo.

Por ello, y desde el ámbito propio de competencias que
la Comunidad Autónoma tiene atribuido en materia de asis-
tencia y servicios sociales, se considera necesario el estable-
cimiento de una ayuda social de carácter extraordinario para
quienes perciben en Andalucía pensiones de jubilación e inva-
lidez, en sus modalidades no contributivas.

En su virtud, en el ejercicio de las atribuciones conferidas
por el artículo 26.15 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, a propuesta de la Consejera para la Igualdad y
Bienestar Social y previa deliberación del Consejo de Gobierno
en su reunión del día 20 de diciembre de 2005.

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
El presente Decreto tiene por objeto el establecimiento

de ayudas sociales extraordinarias a favor de los beneficiarios
y beneficiarias de pensiones de jubilación e invalidez en sus
modalidades no contributivas.

Artículo 2. Carácter.
Estas ayudas sociales, personales e intransferibles, tienen

carácter extraordinario, sin que se consoliden para el futuro.

Artículo 3. Cuantía y pago.
La cuantía individual de estas ayudas se fija en 84,86

euros, que se abonará mediante un pago único.

Artículo 4. Financiación.
Las obligaciones que se reconozcan como consecuencia

de lo dispuesto en el presente Decreto se financiarán con cargo
a los créditos existentes en la aplicación 484.01 del Servicio 01
de la Sección Presupuestaria 34.00 «Pensiones Asistenciales».

Artículo 5. Requisitos.
Serán beneficiarios y beneficiarias de estas ayudas socia-

les de carácter extraordinario las personas perceptoras de pen-
siones de jubilación e invalidez en sus modalidades no con-
tributivas, en las que concurran los siguientes requisitos:

a) Tener esta condición a 31 de diciembre de 2005.
b) Tener la residencia habitual en el territorio de la Comu-

nidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 6. Suspensión y pérdida.
La suspensión y pérdida del derecho a la percepción de

estas ayudas de carácter extraordinario se producirá en los
mismos supuestos previstos para las pensiones a que se refiere
el artículo 1, correspondiendo a la persona titular de la corres-
pondiente Delegación Provincial de la Consejería para la Igual-
dad y Bienestar Social la declaración de dichas situaciones.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.
Se faculta a la Consejera para la Igualdad y Bienestar

Social para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para
el desarrollo y ejecución de este Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día de su publi-

cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 20 de diciembre de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MICAELA NAVARRO GARZON
Consejera para la Igualdad y Bienestar Social

2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 20 de diciembre de 2005, de
la Delegación del Gobierno de Granada, por la que
se adjudica puesto de trabajo de libre designación,
convocado por Resolución que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 25.1
y 26.2 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación
de Función Pública de la Junta de Andalucía, así como en
el Decreto 2/2002, de 9 de enero, por el que se aprueba el
Reglamento General de Ingreso, Promoción Interna, Provisión
de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Fun-
cionarios de la Administración General de la Junta de Anda-

lucía, esta Delegación del Gobierno, en virtud de las com-
petencias que tiene delegadas por la Orden de la Consejería
de Gobernación de 30 de junio de 2004, por la que se delegan
competencias en distintos órganos de la Consejería, y habién-
dose observado el procedimiento debido, acuerda adjudicar
el puesto de trabajo especificado en el Anexo adjunto, con-
vocado por Resolución de esta Delegación del Gobierno de
fecha 15 de noviembre de 2005 (BOJA núm. 231, de 25 de
noviembre), al funcionario que se indica en el citado Anexo,
el cual cumple los requisitos y especificaciones exigidos en
la convocatoria.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en los artículos 51 y 65 del mencionado Decre-
to 2/2002, de 9 de enero.



BOJA núm. 5Sevilla, 10 de enero 2006 Página núm. 21

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, puede interponer recurso potestativo de reposición
ante este órgano en el plazo de un mes, a contar desde el
día siguiente al de su publicación, conforme a lo previsto en
los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, o bien interponer
directamente recurso contencioso-administrativo ante el Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo en Granada o ante el
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo donde tenga su
domicilio el demandante, a elección de este último, en el plazo
de dos meses contados igualmente a partir del día siguiente
al de su publicación, todo ello de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, y sin perjuicio de que lo interponga ante cualquier
otro órgano de dicha jurisdicción, que estime competente.

Granada, 20 de diciembre de 2005.- La Delegada del
Gobierno, Teresa Jiménez Vílchez.

A N E X O

DNI: 24.186.968.
Primer apellido: Ollero.
Segundo apellido: Calatayud.
Nombre: Alberto.
Código Puesto Trabajo: 64610.
Denominación puesto de trabajo: Secretario General.
Centro de destino: Delegación del Gobierno de Granada.
Centro directivo: Delegación del Gobierno de Granada.
Consejería: Gobernación.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ORDEN de 20 de diciembre de 2005, por la que
se nombran funcionarios de carrera del Cuerpo de Téc-
nicos de Grado Medio, opción Ingeniería Técnica de
Minas (B.2005).

Vista la propuesta formulada por la Comisión de Selección
de las pruebas selectivas para ingreso, por el sistema general
de acceso libre, en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio,
opción Ingeniería Técnica de Minas (B.2005), convocadas
por Orden de 15 de noviembre de 2004, de la Consejería
de Justicia y Administración Pública (BOJA núm. 235, de
1 de diciembre), y verificada la concurrencia de los requisitos
exigidos en las bases de la convocatoria, procede el nom-
bramiento de funcionarios de carrera en el citado Cuerpo.

En su virtud, esta Consejería de Justicia y Administración
Pública, en uso de la competencia que le confiere el art. 5.3

de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, y art. 2.º 2 del Decre-
to 255/1987, de 28 de octubre, resuelve:

Primero. Nombrar funcionarios de carrera del Cuerpo de
Técnicos de Grado Medio, opción Ingeniería Técnica de Minas,
a los aspirantes aprobados que se relacionan en el Anexo
de esta Orden, con expresión de los destinos adjudicados,
y el carácter de ocupación de los mismos.

Segundo. Para adquirir la condición de funcionarios de
carrera, deberán prestar juramento o promesa, de conformidad
con lo establecido en el Real Decreto 707/1979, de 5 de
abril, y tomar posesión dentro del plazo establecido en el punto
siguiente.

Tercero. La toma de posesión deberán efectuarla ante
las Secretarías Generales Técnicas de las Consejerías y Secre-
tarías Generales de los Organismos Autónomos para destinos
en los Servicios Centrales, y ante los Secretarios Generales
de las Delegaciones Provinciales de las Consejerías, Direc-
ciones Provinciales y Gerencias Provinciales de los Organismos
Autónomos, para los destinos en dichos Centros Directivos,
en el plazo de un mes, contado a partir del día 17 de enero
de 2006.

Cuarto. De conformidad con lo dispuesto en el art. 10
de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, y en el art. 13 del
Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, de Incompatibilidades
del personal al servicio de las Administraciones Públicas, el
personal del presente nombramiento para tomar posesión
deberá realizar la declaración a que se refiere el segundo de
los preceptos citados, o la opción o solicitud de compatibilidad
contemplados en el art. 10 de la Ley 53/1984.

Quinto. Los Centros Directivos en los que se encuentra
adscrita la plaza adjudicada a cada funcionario, según Anexo
adjunto, tramitarán por el Sistema de Información de Recursos
Humanos la toma de posesión ante el Registro General de
Personal de conformidad con la Orden de la Consejería de
Gobernación y Justicia de fecha 24 de septiembre de 1999,
por la que se adopta la aplicación del SIRHUS.

Sexto. Contra la presente Orden, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe interponer, en el plazo de dos meses contados
desde el día siguiente al de su publicación, recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de Granada del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, de acuerdo con lo previsto en el art. 46 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 20 de diciembre de 2005

MARIA JOSE LOPEZ GONZALEZ
Consejera de Justicia y Administración Pública


